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1.	 Los interesados en obtener el registro sanitario de medicamentos de síntesis 
química que contengan al menos uno de los principios activos o formas farmacéuticas 
señalados en el Anexo Técnico número 2 que hace parte integral de la presente resolución, 
que deben presentar estudios Biodisponibilidad (BD) y Bioequivalencia (BE).

2.	 Los titulares de registro sanitario de los medicamentos indicados en el numeral 
1. que soliciten su renovación.

3.	 Los titulares de registro sanitario de los medicamentos indicados en el numeral 
1. que soliciten modificaciones que puedan afectar el comportamiento farmacocinético del 
producto.

4.	 Las Instituciones que realicen estudios de Biodisponibilidad (BD) y 
Bioequivalencia (BE)”.

Parágrafo 1°. En el caso de las renovaciones de los registros sanitarios, una vez se 
aprueben los estudios de Biodisponibilidad (BD) y Bioequivalencia (BE) bajo los criterios 
establecidos en esta resolución o la norma que la modifique, adicione o sustituya, no será 
necesario presentarlos nuevamente para la siguiente solicitud de renovación de registro 
sanitario.

Parágrafo 2°. Están excluidos de la aplicación de la presente resolución, los 
medicamentos de origen biológico tales como vacunas, sueros de origen animal, productos 
derivados de la sangre humana y de plasma y productos fabricados por biotecnología.

Artículo 2°. Modificar el artículo 5° de la Resolución número 1124 de 2016, el cual 
quedará así:

“Artículo 5°. Aceptación de certificados de Buenas Prácticas de Biodisponibilidad 
(BD) y Bioequivalencia (BE). El Invima aceptará los certificados de Buenas Prácticas de 
Biodisponibilidad (BD) y Bioequivalencia (BE) o su equivalente emitidos por:

1.	 La Agencia Europea de Medicamentos (EMA) y sus países miembros.
2.	 La Administración de Alimentos y Medicamentos de los Estados Unidos (FDA). 
3.	 El Departamento Federal de Canadá (Health Canada). 
4.	 La Agencia Farmacéutica y de Dispositivos Médicos de Japón (PMDA).
5.	 La Agencia Médica Suiza (Swiss Medic). 
6.	 La Administración de Bienes Terapéuticos de Australia (TGA). 
7.	 La Agencia Reguladora de Medicamentos y Productos Sanitarios de Reino 

Unido (MHRA).
8.	 La Organización Mundial de la Salud (OMS).
9.	 Las Agencias Sanitarias certificadas por la Organización Panamericana de la 

Salud (OPS) como Autoridad de Referencia Nacional nivel IV.
10.	 El Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima)”.
Artículo 3°. Modificar el artículo 6° de la Resolución número 1124 de 2016 el cual 

quedará así:
“Artículo 6°. Estudios de Biodisponibilidad (BD) y Bioequivalencia (BE). Todo 

estudio in vivo que se vaya a desarrollar en Colombia para cumplir con lo dispuesto en la 
presente resolución, debe ser aprobado por el Invima, previo concepto del Comité de Ética 
de las instituciones investigadoras.

Parágrafo 1°. Cualquier cambio o enmienda en el estudio inicialmente presentado, 
debe ser previamente autorizado por el Comité de Ética de la institución investigadora 
responsable y aprobado por el Invima antes de su implementación, excepto cuando sea 
necesario para eliminar un peligro inmediato que pueda afectar a un sujeto del ensayo. 
Igualmente, dicho cambio deberá ser reportado a esa autoridad sanitaria.

Parágrafo 2°. El Invima podrá consultar a la Sala Especializada de Medicamentos de 
la Comisión Revisora en aquellos casos que considere pertinente.

Parágrafo 3°. El Invima se reservará el derecho de verificar el desarrollo de los 
estudios en las instalaciones de las instituciones investigadoras, cuando así lo estime 
conveniente.”

Artículo 4°. Modificar el artículo 12 de la Resolución número 1124 de 2016 el cual 
quedará así:

“Artículo 12. Revisión y actualización del listado de medicamentos que deben 
presentar estudios de bioequivalencia (BE) y comparadores de referencia. El Invima, 
previo concepto de la Sala Especializada de Medicamentos de la Comisión Revisora, 
actualizará de forma gradual y publicará el listado de medicamentos que deben presentar 
estudios de Bioequivalencia (BE) y comparadores de referencia dispuestos en el Anexo 
Técnico número 2 que hace parte integral de la presente resolución, de acuerdo con la 
evaluación del nivel del riesgo sanitario, para lo cual tendrá en cuenta las recomendaciones 
de la Organización Panamericana de la Salud (OPS) y la Red Panamericana para la 
Armonización de la Reglamentación Farmacéutica (RedPARF).

Parágrafo. El Invima publicará mínimo, en el mes de diciembre de cada año, o antes 
si a ello hubiere lugar, la actualización del listado de medicamentos que deben presentar 
estudios de Bioequivalencia (BE) y comparadores de referencia.

Artículo 5°. Modificar el artículo 3° de la Resolución número 3619 de 2013 el cual 
quedará así:

“Artículo 3°. Actividades de control de calidad de productos farmacéuticos. Los 
laboratorios de control de calidad de productos farmacéuticos desarrollarán las siguientes 
actividades:

1.	 Realizar ensayos físicos, fisicoquímicos y microbiológicos de medicamentos, que 
incluya análisis de ingredientes farmacéuticos activos; excipientes; materiales de envase 
y/o productos semielaborados y terminados; así como, ensayos de estabilidad y validación 
de metodologías analíticas.

2.	 Realizar análisis en muestras procedentes de estudios de bioequivalencia in 
vitro siempre y cuando cuenten con la infraestructura y capacidad técnica para tales fines.

Parágrafo. Los laboratorios objeto del cumplimiento de la presente resolución, 
deberán acatar, además, la normativa vigente en materia de seguridad y salud en el 
trabajo, así como de gestión ambiental.

Artículo 6°. Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación, 
y modifica los artículos 3° de la Resolución número 3619 de 2013; 2, 5, 6 y 12 de la 
Resolución número 1124 de 2016.

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 27 de abril de 2022.
El Ministro de Salud y Protección Social,

Fernando Ruiz Gómez.
(C. F.).

Ministerio del Trabajo

Decretos

DECRETO NÚMERO 648 DE 2022

(abril 27)
por el cual se hace una designación en la Comisión Intersectorial de Pensiones y 

Beneficios Económicos.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus atribuciones 

constitucionales y legales y en particular las conferidas por el artículo 189 de la Constitución 
Política, los artículos 40 y 41 del Decreto ley 4108 de 2011, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 41 del Decreto ley 4108 de 2011 determina la conformación de la 

Comisión Intersectorial de Pensiones y Beneficios Económicos así:
1. 	 El Ministro del Trabajo quien podrá delegar su participación en el Viceministro 

de Empleo y Pensiones, quien la presidirá.
2. 	 El Ministro de Hacienda y Crédito Público quien podrá delegar su participación 

en el Viceministro Técnico.
3. 	 El Ministro de Salud y Protección Social, quien podrá delegar su participación 

en el Viceministro de Protección Social.
4. 	 El Director del Departamento Nacional de Planeación quien podrá delegar su 

participación en el Subdirector General.
5. 	 Un (1) designado del Presidente de la República;
Que, en consecuencia,

DECRETA:
Artículo 1°. Designación. Designar como miembro de la Comisión Intersectorial de 

Pensiones y Beneficios Económicos a la doctora Carolina Salgado Lozano, identificada 
con cédula de ciudadanía número 52386468 y quien se desempeña como Consejera 
Presidencial para la Niñez y la Adolescencia.

Artículo 2°. Comunicación. Por intermedio de la Secretaría General del Ministerio del 
Trabajo, comunicar el contenido de este decreto a la doctora Salgado y al Presidente de la 
Comisión Intersectorial de Pensiones y Beneficios Económicos.

Artículo 3°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su expedición.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 27 de abril de 2022.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
El Ministro del Trabajo,

Ángel Custodio Cabrera Báez.

DECRETO NÚMERO 649 DE 2022

(abril 27)
por el cual se adiciona la Sección 7 al Capítulo 6 del Título 1 de la Parte 2 del Libro 2 del 
Decreto número 1072 de 2015, Único Reglamentario del Sector Trabajo, relacionado con 

la habilitación del trabajo en casa.
El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus atribuciones constitucionales 

y legales, y en particular las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política y lo señalado en la Ley 2088 de 2021, y
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CONSIDERANDO:
Que el artículo 25 de la Constitución Política de Colombia indica que “el trabajo 

es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la especial 
protección del Estado y que todas las personas tienen derecho a un trabajo en condiciones 
dignas y justas”;

Que el Ministerio del Trabajo a través de la Circular número 021 del 17 de marzo 
de 2020, con ocasión a la crisis ocasionada por la pandemia por el Covid-19, indicó las 
medidas para la protección al empleo con ocasión a la fase de contención de la pandemia 
y la declaración de la emergencia sanitaria, entre otras:

“(...)
Trabajo en Casa: Tratándose de una situación ocasional, temporal y excepcional, es 

posible que el empleador autorice el trabajo en casa, en cualquier sector de la economía. 
Esta modalidad ocasional de trabajo es diferente al Teletrabajo, y no exige el lleno de 
los requisitos establecidos para este. En el numeral 4 del artículo 6° de Ley 1221 de 
2008 define como características del Trabajo en Casa que: “4. Una persona que tenga la 
condición de asalariado no se considerará teletrabajador por el mero hecho de realizar 
ocasionalmente su trabajo como asalariado en su domicilio o en lugar distinto de los 
locales de trabajo del empleador, en vez de realizarlo en su lugar de trabajo habitual”. 
Para optar por esta modalidad, debe existir acuerdo entre el empleador y el trabajador.

De esta manera, el trabajo en casa, como situación ocasional, temporal y excepcional, 
no presenta los requerimientos necesarios para el teletrabajo, y se constituye como 
una alternativa viable y enmarcada en el ordenamiento legal, para el desarrollo de las 
actividades laborales en el marco de la actual emergencia sanitaria.

(...)”;
Que mediante Circular número 041 del 2 de junio de 2020, el Ministerio del Trabajo 

impartió lineamientos básicos sobre el trabajo en casa para su correcto desarrollo, dirigidos 
a trabajadores, empleadores y Administradoras de Riesgos Laborales. Dichos lineamientos 
se establecieron en cuatro capítulos referentes a la aplicación del Trabajo en Casa en lo que 
concierne a las relaciones laborales, jornada de trabajo, armonización de la vida laboral 
con la vida familiar y personal y riesgos laborales;

Que la Corte Constitucional en Sentencia C-242 de 2020, cuando declaró la 
constitucionalidad del Decreto Legislativo 491 de 2020, “por el cual se adoptan medidas 
de urgencia para garantizar la atención y la prestación de los servicios por parte de 
las autoridades públicas y los particulares que cumplan funciones públicas y se toman 
medidas para la protección laboral y de los contratistas de prestación de servicios de 
las entidades públicas, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y 
Ecológica”, con relación al trabajo en casa indicó lo siguiente:

“(...)
6.56. 	Sobre el particular, el Ministerio del Trabajo ha explicado que la autorización 

del empleador para que una persona adelante de forma ocasional, temporal y excepcional 
sus funciones laborales por fuera de las sedes de la empresa o la entidad, ya sea desde su 
lugar de residencia o cualquier otro similar, se denomina trabajo en casa.

(...)”;
Que la habilitación del trabajo en casa procede no sólo durante la emergencia sanitaria 

ocasionada por la pandemia declarada por la expansión del coronavirus COVID-19, 
situación que en todo caso originó esta nueva forma de trabajo como se indicó anteriormente, 
sino respecto de toda circunstancia excepcional, ocasional o especial que se encuentre 
asociada al sitio de labor, al entorno social o a circunstancias propias del empleador o del 
trabajador con el fin de dar continuidad a las actividades propias del trabajo;

Que teniendo en cuenta lo anterior, fue expedida la Ley 2088 del 12 de mayo de 2021 
que en su artículo 1° indicó: “La presente ley tiene por objeto regular la habilitación de 
trabajo en casa como una forma de prestación del servicio en situaciones ocasionales, 
excepcionales o especiales, que se presenten en el marco de una relación laboral, legal 
y reglamentaria con el Estado o con el sector privado, sin que conlleve variación de las 
condiciones laborales establecidas o pactadas al inicio de la relación laboral”;

Que conforme se expuso en la Ley 2088 de 2021, la habilitación del trabajo en casa no 
implica la modificación de las obligaciones, derechos y garantías laborales de las partes en 
el marco de una relación laboral;

Que, la Organización Internacional del Trabajo ha señalado que son varias las ventajas 
que ofrece el trabajo a distancia “(...) mayor facilidad para organizar el tiempo de trabajo, 
posibilidad de que los mercados de trabajo sean más inclusivos, mejor equilibrio entre 
la vida profesional y la vida privada y eliminación del tiempo y el estrés de los trayectos 
entre el domicilio y el trabajo. (...)”, por lo que se ha constituido como una alternativa, 
que además de aportar seguridad para la vida y la salud del trabajador, también coadyuva a 
mejorar los niveles de congestión del transporte público y de aglomeración en los lugares 
físicos de trabajo, a la vez que ha permitido que los trabajadores concilien su vida laboral 
con su vida personal y familiar, pues aquellos trabajadores que conviven con niños, niñas, 
adolescentes, familiares y personas adultas mayores y que desempeñan sus funciones en el 
rol de padres y madres, han podido continuar laborando de manera ininterrumpida, lo cual 
contribuye con la protección del empleo;

Que este organismo internacional también ha recomendado que para los trabajadores 
a distancia se establezcan medidas para mitigar los riesgos psicosociales, el respeto al 

derecho a la desconexión laboral y la coordinación efectiva de la vida personal y familiar 
con la vida laboral;

Que la Ley 2191 de 2022, reguló la desconexión laboral, definiéndola como:
“(...) el derecho que tienen todos los trabajadores y servidores públicos, a no tener 

contacto, por cualquier medio o herramienta, bien sea tecnológica o no, para cuestiones 
relacionadas con su ámbito o actividad laboral, en horarios por fuera de la jornada 
ordinaria o jornada máxima legal de trabajo, o convenida, ni en sus vacaciones o 
descansos.

Por su parte el empleador se abstendrá de formular órdenes u otros requerimientos al 
trabajador por fuera de la jornada laboral”;

Que mediante Decreto número 1662 del 6 de diciembre de 2021, se adicionó el Titulo 
37 a la Parte 2 del Libro 2 del Decreto número 1083 de 2015, Único Reglamentario del 
Sector de la Función Pública, y fue reglamentada la Ley 2088 de 2021, respecto de su 
aplicación a los servidores públicos de los organismos y entidades que conforman las 
ramas del poder público en sus distintos órdenes, sectores y niveles, órganos de control, 
órganos autónomos e independientes del Estado;

Que, para garantizar el respeto por los derechos y garantías establecidos en las normas 
laborales a los trabajadores habilitados para desarrollar trabajo en case del sector privado, 
se hace necesario regular las condiciones y circunstancias especiales para la habilitación 
del trabajo en casa;

Que en cumplimiento de lo previsto en los artículos 3° y 8° de la Ley 1437 de 2011 
y de lo dispuesto en el artículo 2.1.2.3.1 del Decreto Único Reglamentario del Sector de 
la Presidencia de la República 1081 de 2015, el proyecto de decreto fue publicado en la 
página web del Ministerio del Trabajo;

Que la presente norma se expide con fundamento en la potestad reglamentaria del 
Presidente de la República, razón por la cual, deberá quedar compilada en el Decreto 
número 1072 de 2015, en los términos que a continuación se señalan;

En mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. Adición de una sección al Decreto número 1072 de 2015. Adiciónese la 
Sección 7 al Capítulo 6 del Título 1 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto número 1072 de 
2015, Único Reglamentario del Sector Trabajo, la cual quedará de la siguiente manera:

“SECCIÓN 7
TRABAJO EN CASA

Artículo 2.2.1.6.7.1. Objeto. La presente Sección tiene por objeto reglamentar la 
habilitación del trabajo en casa para los empleadores y trabajadores del sector privado, así 
como las condiciones necesarias para el desarrollo de esta habilitación.

Artículo 2.2.1.6.7.2. Ámbito de aplicación. La presente Sección aplicará a empleadores 
y trabajadores del sector privado y Administradoras de Riesgos Laborales, en todo el 
territorio nacional y de manera excepcional, aplicará para la habilitación de trabajo en 
casa en el extranjero.

Artículo 2.2.1.6.7.3. Circunstancias ocasionales, excepcionales o especiales. Para 
efectos de la presente Sección, se entenderá por circunstancias ocasionales, excepcionales 
o especiales, aquellas situaciones extraordinarias y no habituales, que se estima son 
superables en el tiempo, atribuibles a hechos externos, extralaborales o propios de la órbita 
del trabajador o del empleador que permiten que el trabajador pueda cumplir con la labor 
contratada en un sitio diferente al lugar habitual de trabajo.

Artículo 2.2.1.6.7.4. Solicitud para la habilitación del trabajo en casa. Ante la 
ocurrencia de circunstancias ocasionales, excepcionales o especiales, la habilitación del 
trabajo en casa podrá solicitarse por parte del trabajador a su empleador, por escrito, 
en medio físico o digital, en los términos señalados en las disposiciones contenidas en 
la presente sección, así como las señaladas en la Ley 2088 de 2021. En ningún caso, 
la solicitud de habilitación para trabajo en casa efectuada por el trabajador generará el 
derecho a optar por ella.

De igual manera, ante la ocurrencia de circunstancias ocasionales, excepcionales o 
especiales, el empleador podrá optar por la habilitación de trabajo en casa respecto de uno 
o varios de sus trabajadores, en una o varias dependencias de la empresa.

Parágrafo. La habilitación del trabajo en casa no modifica ni afecta los derechos y 
garantías establecidos en las normas laborales ni las condiciones laborales establecidas o 
pactadas al inicio de la relación laboral.

Artículo 2.2.1.6.7.5. Procedimiento para la habilitación de trabajo en casa. Previo 
a la implementación del trabajo en casa, todo empleador deberá contar con el siguiente 
procedimiento:

1. 	 Si la solicitud es presentada por el trabajador, deberá remitirse comunicación por 
escrito al empleador de forma física o digital, indicando de manera clara la razón que la 
motiva, para lo cual deberá adjuntar prueba que acredite dicha solicitud.

2. 	 El empleador revisará la procedencia de la causal invocada por el trabajador en 
un término no mayor a cinco (5) días y dará respuesta positiva o negativa al trabajador por 
escrito ya sea de forma física o digital.
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3. 	 Además de la existencia de circunstancias excepcionales, especiales u 
ocasionales, dentro de los criterios a tener en cuenta para la habilitación del trabajo en 
casa están:

3.1. 	 Que la labor pueda ser ejecutada fuera del lugar habitual de trabajo, sin perjuicio 
de la adecuada prestación personal del servicio contratado.

3.2. 	 Que se cuenten con las herramientas requeridas para la habilitación de trabajo en 
casa;

3.3. 	 Que la habilitación de trabajo en casa no genere una menor productividad del 
trabajador.

Parágrafo. En el evento en el que el trabajador requiera modificar la dirección para 
desarrollar la labor contratada, deberá informar por escrito ya sea en medio físico o 
digital al empleador para contar con su autorización, quien comunicará de este hecho a la 
Administradora de Riesgos Laborales a la que se encuentre afiliado.

Artículo 2.2.1.6.7.6. Escrito para la habilitación del trabajo en casa. La habilitación 
de un trabajador para desempeñar la labor contratada desde un sitio diferente al lugar 
habitual de trabajo deberá hacerse constar por escrito, mediante comunicación enviada 
al trabajador, de manera física o digital por parte del empleador, y conservar la prueba de 
ello. Dicha comunicación debe contener por lo menos lo siguiente:

1. 	 La descripción breve de la situación ocasional, excepcional o especial que 
permite otorgar la habilitación de trabajo en casa.

2. 	 El término de la habilitación del trabajo en casa, el cual deberá cumplir con lo 
dispuesto en el artículo 7° de la Ley 2088 de 2021.

3. 	 Las funciones que debe desarrollar el trabajador durante la habilitación de trabajo 
en casa, sin modificar la naturaleza del contrato laboral y las condiciones pactadas para la 
ejecución de este.

4. 	 Los medios de comunicación a través de los cuales el empleador y el trabajador 
podrán informar cualquier novedad.

5. 	 Los canales de denuncia y queja para presentar inquietudes o reclamos por 
violación al derecho de desconexión laboral y/o acoso laboral, de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 2191 de 2022 y en la Ley 1010 de 2006, respectivamente.

6. 	 La dirección desde la cual se ejecutará la labor contratada, la cual debe ser 
informada por el empleador a la Administradora de Riesgos Laborales, así como cualquier 
modificación a ella.

7. 	 En caso de que el trabajador disponga de sus propios equipos para desarrollar la 
labor contratada, debe dejarse constancia del mutuo acuerdo existente para ello.

8. 	 En caso de que los equipos sean suministrados por el empleador, debe señalarse 
la relación de equipos, herramientas tecnológicas, instrumentos, equipos, conexiones y 
programas, así como las responsabilidades en cuanto a la custodia de los elementos de 
trabajo y el procedimiento para la entrega y su devolución por parte del trabajador.

9. 	 Las medidas de seguridad informática que debe conocer y cumplir el trabajador 
durante la habilitación del trabajo en casa.

Artículo 2.2.1.6.7.7. Obligaciones del empleador en lo referente al trabajo en casa. 
Durante la habilitación de trabajo en casa el empleador tendrá las siguientes obligaciones:

1. 	 Previo a la habilitación de trabajo en casa, el empleador deberá comunicar a la 
Administradora de Riesgos Laborales sobre la habilitación del trabajo en casa, indicando 
la dirección desde la cual desarrollará la labor contratada, así como cualquier modificación 
a ella, y el período para el cual se otorgó la habilitación, diligenciando el formulario 
adoptado para tal fin y suministrado por la Administradora de Riesgos Laborales.

2. 	 Previo a la habilitación de trabajo en casa, el empleador deberá contar con el 
procedimiento necesario para proteger el derecho a la desconexión laboral.

3. 	 Previo a la habilitación de trabajo en casa, el empleador deberá garantizar el 
uso adecuado de las tecnologías de la información y las comunicaciones, a través de 
capacitaciones.

4. 	 Incluir el trabajo en casa en su metodología para la identificación, evaluación, 
valoración y control de peligros y riesgos de la empresa, adoptando las acciones necesarias 
según su Plan de Trabajo anual del Sistema de Gestión de la Seguridad y Salud en el 
Trabajo.

5. 	 Dar a conocer a los trabajadores los mecanismos de comunicación para reportar 
cualquier novedad derivada de la habilitación de trabajo en casa e instruir a los trabajadores 
sobre el reporte de accidentes de trabajo o enfermedad laboral.

6. 	 Realizar las acciones y programas para la protección y respeto de la dignidad 
humana para la habilitación del trabajo en casa, la igualdad de trato en cuanto al acceso a 
la información, y el derecho a la intimidad y privacidad del trabajador.

Artículo 2.2.1.6.7.8. Obligaciones del trabajador en casa en lo referente al trabajo 
en casa. El trabajador habilitado para trabajar en casa se compromete a:

1. 	 Procurar el cuidado integral de su salud, así como suministrarle al empleador 
información clara, veraz y completa sobre cualquier cambio de su estado de salud que 
afecte o pueda afectar su propia capacidad para trabajar.

2. 	 Participar en las actividades de prevención y promoción organizadas por la 
empresa, el Comité Paritario de Salud Ocupacional, o el Vigía Ocupacional correspondiente.

3. 	 Reportar accidentes de trabajo, incidentes, e incapacidades, y en general cumplir 
con todas las obligaciones establecidas en el artículo 22 del Decreto número 1295 de 1994 
y atender las recomendaciones del empleador y la Administradora de Riesgos Laborales.

4. 	 Cumplir con las normas, reglamentos e instrucciones del Sistema de Gestión de 
Seguridad en el Trabajo de la empresa.

5. 	 Utilizar los elementos de protección personal y participar en los programas y 
actividades de promoción y prevención.

6. 	 Atender las instrucciones respecto de seguridad informática, efectuadas por el 
empleador.

7. 	 Suministrar al empleador de manera previa, con no menos de cinco (5) días de 
antelación, los cambios de domicilio que tenga contemplados hacer, de manera expresa, 
clara, veraz y completa. Así mismo, proporcionar la nueva dirección de su domicilio y 
mantener el sitio acordado para ejecutar la labor contratada.

Artículo 2.2.1.6.7.9. Obligaciones de las Administradoras de Riesgos Laborales en 
el trabajo en Casa. Para la habilitación de trabajo en casa las Administradora de Riesgos 
Laborales tienen las siguientes obligaciones:

1. 	 Instruir a los empleadores con una metodología para la identificación, evaluación, 
valoración y control de los peligros y riesgos para el trabajador que se puedan presentar en 
el desarrollo del trabajo en casa, teniendo en cuenta el Sistema de Gestión de la Seguridad 
y Salud en el Trabajo.

2. 	 Incluir el trabajo en casa dentro de sus actividades de promoción y prevención, 
y suministrar el soporte a los empleadores sobre la realización de pausas activas y demás 
actividades requeridas, e instruir al empleador para que de manera virtual las incluya dentro 
de la jornada laboral. Cuando no sea posible incluir pausas activas o aquellas actividades 
que sean parte de la promoción y prevención de manera virtual, las ARL deberán adelantar 
las campañas necesarias para que las actividades sean desarrolladas por el trabajador.

3. 	 Realizar recomendaciones al empleador y al trabajador sobre postura y ubicación 
de los elementos utilizados para la realización de la labor que desarrollará en el trabajo en 
casa.

4. 	 Establecer una guía para prevención y actuación en situaciones de riesgo en el 
trabajo en casa, y suministrarla tanto al trabajador y al empleador

5. 	 Realizar los ajustes tecnológicos y plataformas para que el reporte y aviso de 
accidentes de trabajo y enfermedades laborales se efectúe de manera virtual, con especial 
énfasis en trabajo en casa, informando en las plataformas y medios virtuales que tenga la 
Administradora de Riesgos Laborales.

6. 	 Dar las recomendaciones en seguridad y salud en el trabajo a los trabajadores 
habilitados para trabajar en casa y empresas, velando por el autocuidado como medida 
preventiva.

7. 	 Las Administradoras de Riesgos Laborales, empresas o contratantes podrán 
establecer sistemas, programas y actividades de capacitación, asesoría, asistencia técnica 
y actividades de prevención y prevención en riesgos laborales de manera virtual y 
tecnologías de la información.

Artículo 2.2.1.6.6.10. Compensación por el uso de herramientas de trabajo de 
propiedad del trabajador. El empleador y el trabajador podrán, de mutuo acuerdo pactar 
el valor mensual de compensación por el uso de herramientas de trabajo de propiedad del 
trabajador.

Artículo 2.2.1.6.7.11. Alternancia. El empleador podrá determinar que la habilitación 
de trabajo en casa se desarrolle bajo el modelo de la alternancia, esto es, que el desarrollo 
de la labor contratada se efectúe unos días de la semana de manera presencial y otros días, 
a través de la habilitación de trabajo en casa.

En ningún caso la modalidad de alternancia dará lugar a una remuneración adicional.
Artículo 2.2.1.6.7.12. Trabajo en casa en el exterior. La habilitación para trabajo 

en casa podrá surtirse para laborar desde el extranjero, para ello el trabajador deberá 
contar con la autorización expresa del empleador y este a su vez, deberá cumplir con 
los requisitos y obligaciones establecidos en la presente Sección, registrando una única 
dirección y ciudad del país extranjero desde donde se ejecutará la labor contratada, la cual 
debe ser informada por el empleador a la Administradora de Riesgos Laborales, así como 
cualquier modificación a ella.

Con ocasión de la habilitación el empleador desplegará las acciones necesarias para 
que el trabajador que se encuentre en el exterior esté afiliado y amparado por el Sistema de 
Seguridad Social Integral y pueda gozar de sus beneficios.

Artículo 2.2.1.6.7.13. Terminación de la habilitación de trabajo en casa. Vencido el 
término de la habilitación del trabajo en casa, de manera inmediata, el empleador deberá 
informar al trabajador a través de los medios de comunicación señalados en el escrito para 
la habilitación de que trata el artículo 2.2.1.6.7.7 del presente decreto, sobre la terminación 
y el retorno al lugar de trabajo habitual.

Artículo 2.2.1.6.7.14. Programas de bienestar. Durante la habilitación del trabajo 
en casa, los trabajadores seguirán gozando de los programas de bienestar existentes. Los 
empleadores deberán adelantar las acciones que correspondan para que los trabajadores 
puedan hacer uso de estos programas de manera virtual, presencial o de manera híbrida.
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Artículo 2°. Vigencia y adición. El presente decreto rige a partir de su publicación en 
el Diario Oficial, y adiciona la Sección 7 al Capítulo 6 del Título 1, Parte 2, Libro 2 del 
Decreto número 1072 de 2015, Único Reglamentario del Sector Trabajo.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 27 de abril de 2022.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
El Ministro del Trabajo,

Ángel Custodio Cabrera Báez.

Ministerio de Comercio, 
 Industria y Turismo

Decretos

DECRETO NÚMERO 653 DE 2022
(abril 27)

por el cual se adiciona el Capítulo 9 al Título 3 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 
número 1074 de 2015, relacionado con la aplicación de derechos compensatorios y se 

dictan otras disposiciones.
El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales, 

en especial las que le confiere el numeral 25 del artículo 189 de la Constitución Política, en 
desarrollo del artículo 10 de la Ley 7ª de 1991 y de la Ley 170 de 1994, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 10 de la Ley 7ª de 1991, ordena al Gobierno nacional regular la protección 

a la producción nacional contra las prácticas desleales de comercio internacional y fijar los 
requisitos, procedimientos y factores para determinar la correspondiente imposición de 
gravámenes o derechos con el fin de prevenir y contrarrestar dichas prácticas;

Que mediante la Ley 170 del 15 de diciembre de 1994 se aprueba el Acuerdo por el 
que se establece la “Organización Mundial de Comercio (OMC)”, suscrito en Marrakech 
(Marruecos) el 15 de abril de 1994, sus acuerdos multilaterales anexos y el Acuerdo 
Plurilateral anexo sobre la Carne de Bovino, la cual fue declarada exequible por la Corte 
Constitucional, mediante Sentencia C-137 del 28 de marzo de 1995;

Que el Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias de la OMC fija 
normas para la aplicación de derechos compensatorios, en particular en lo que respecta al 
cálculo de la cuantía de la subvención y a los procedimientos de apertura y desarrollo de 
la investigación, incluidas la comprobación e interpretación de los hechos, la imposición 
de medidas provisionales, el establecimiento y la percepción de derechos compensatorios, 
la duración y examen de las medidas compensatorias y la divulgación de la información 
relativa a la investigación;

Que el Gobierno nacional expidió el Decreto número 299 del 10 de febrero de 1995 
“por el cual se regula la aplicación de derechos antidumping y derechos compensatorios” 
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley 7ª de 1991, con el fin de 
regular los requisitos, procedimientos y factores para determinar la aplicación de derechos 
compensatorios;

Que en el Decreto número 299 de 1995 se reguló la aplicación de derechos 
compensatorios, así como el procedimiento para la aplicación de derechos antidumping, 
siendo este último el utilizado con mayor recurrencia, lo que ha permitido su actualización 
en cuatro oportunidades a nivel nacional, gracias a la experiencia de la Autoridad 
Investigadora y Avances en la OMC. Por el contrario, el mecanismo de Subvenciones es 
el menos utilizado a nivel internacional, como en el caso de Colombia donde sólo hasta el 
año 2019 se adelantó por primera vez una investigación de este tipo;

Que dado lo anteriormente expuesto, así como la antigüedad de las normas en 
materia de subvenciones y derechos compensatorios: existe la necesidad de realizar 
algunas actualizaciones e incluir disposiciones procesales que prevé el Acuerdo sobre 
Subvenciones y Medidas Compensatorias, relacionadas con etapas y términos para la 
realización de audiencia entre intervinientes, práctica de pruebas, visitas de verificación, 
alegatos de conclusión, manifestaciones de intención (compromisos de precios), envío de 
hechos esenciales para la determinación final, y la referencia a los nombres actuales del 
Ministerio y sus dependencias que actúan como autoridad investigadora y decisoria en la 
aplicación de las medidas;

Que se requiere adecuar el marco regulatorio a los cambios del comercio internacional 
en lo que respecta al procedimiento aplicable, consultando para ello los progresos técnicos 
y legislativos en la materia, así como también el uso de las tecnologías de la información 
y las comunicaciones, en especial, el desarrollo y utilización del trámite electrónico a 
través del Aplicativo web o el mecanismo que haga sus veces, como aquellos previstos 
en el Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias de la OMC, con el fin de 
contrarrestar el daño a la producción nacional derivado de la práctica de subvenciones, 
mediante la imposición de derechos compensatorios;

Que en virtud de la racionalización y simplificación normativa, se encuentra pertinente 
incluir en el Decreto número 1074 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector 
Comercio, Industria y Turismo, aquellas normas de carácter reglamentario que rigen en 
el sector Comercio, Industria y Turismo, expedidas con fundamento en el numeral 25 del 

artículo 189 de la Constitución Política, que tienen vocación de permanencia y regulan 
asuntos procedimentales;

Que el contenido del presente decreto fue publicado desde el 19 de noviembre hasta 
el 3 de diciembre de 2021, para recepción de comentarios del público en el sitio web 
del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, de conformidad con lo dispuesto en el 
numeral 8 del artículo 8° de la Ley 1437 de 2011 (Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo), así como en el artículo 2.1.2.1.14 del Decreto número 
1081 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Presidencia de la República;

En mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. Adiciónese el Capítulo 9 al Título 3 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 
número 1074 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Comercio, Industria y 
Turismo, en los siguientes términos:

“CAPÍTULO 9
APLICACIÓN DE DERECHOS COMPENSATORIOS

SECCIÓN 1
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 2.2.3.9.1.1. Definiciones. Para los efectos previstos en este capítulo, y de 
conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias 
de la OMC, se establecen las siguientes definiciones:

1. ACUERDO SOBRE SUBVENCIONES: El Acuerdo sobre Subvenciones y 
Medidas Compensatorias, el cual forma parte de los “Acuerdos Comerciales Multilaterales 
contenidos en el Acta Final de la Ronda Uruguay” aprobados por el Congreso Nacional 
mediante Ley 170 de 1994.

2. AMENAZA DE DAÑO: El riesgo de un daño importante a una rama de producción 
nacional, de conformidad con lo establecido en el artículo 15.7 y demás disposiciones 
relevantes del Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias de la OMC.

3. AUTORIDAD INVESTIGADORA: Es la Dirección de Comercio Exterior del 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, a través de la Subdirección de Prácticas 
Comerciales.

4. DAÑO: Salvo indicación en contrario, este concepto se refiere a un daño importante 
causado a una rama de producción nacional, una amenaza de daño importante a una rama 
de producción nacional o un retraso importante en el establecimiento de una rama de 
producción, de conformidad con lo establecido en el artículo 15 y demás disposiciones 
relevantes del Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias de la OMC.

5. DERECHOS COMPENSATORIOS: Mecanismo que, en la forma de un tributo 
aduanero adicional a las importaciones, restablece las condiciones de competencia 
distorsionada por la subvención, según el procedimiento que más adelante se señala.

6. MEJOR INFORMACIÓN DISPONIBLE: Hechos de que se tenga conocimiento 
y sobre los cuales se podrán formular determinaciones preliminares o definitivas, positivas 
o negativas en los casos en que una parte interesada niegue el acceso a la información 
necesaria, no la facilite dentro de un plazo prudencial o entorpezca significativamente la 
investigación.

7. PAÍS DE ORIGEN: País o territorio miembro o no de la OMC, del cual es originario 
el bien subvencionado.

8. PARTES VINCULADAS: Se considerará que una persona controla a otra cuando 
la primera se encuentre jurídica u operativamente en situación de imponer limitaciones o 
de dirigir a la segunda en los siguientes eventos:

1. 	 Cuando una de ellas controla directa o indirectamente a la otra.
2. 	 Cuando ambas están directa o indirectamente controladas por una tercera 

persona, o,
3. 	 Cuando ambas controlan directa o indirectamente a una tercera persona, siempre 

que existan razones para creer que el efecto de la vinculación es de tal naturaleza que motiva 
de parte del productor considerado, un comportamiento diferente al de los productores no 
vinculados.

A los efectos de la presente definición, por “control” se entenderá el sometimiento del 
poder de decisión de una sociedad a la voluntad de otra u otras personas, porque se posea, 
entre otros:

1. 	 Más del 50% del capital directamente o con el concurso de sus subordinadas, o 
de las subordinadas de estas.

2. 	 Mayoría mínima decisoria en la junta de socios o en la asamblea.
3. 	 Control en virtud de los estatutos sociales de la empresa o de un acuerdo.
4. 	 Cuando la matriz, directamente o por intermedio o con el concurso de las 

subordinadas, en razón de un acto o negocio con la sociedad controlada o con sus socios, 
ejerza influencia dominante en las decisiones de los órganos de administración de la 
sociedad.

5. 	 El poder de nombrar o destituir a la mayoría de los miembros de la Junta Directiva 
o un órgano de administración equivalente; o
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